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3 de noviembre, 2003

FOE-AFEC-166

Máster

Luis Fernando Campos Montes

Gerente de Area

Estimado señor:

Asunto: 
Remisión del informe sobre el trámite del reclamo de accidente de automóviles No. 170300000986.
Sírvase encontrar adjunto el “INFORME SOBRE EL ESTUDIO REALIZADO EN EL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS EN RELACION CON EL TRAMITE DEL RECLAMO DE AUTOMOVILES No. 170300000986”.
Este trabajo fue hecho conjuntamente con la Licda. Ana Patricia Barrientos Guzmán, fiscalizadora asociada y se contó con la asesoría jurídica de la Licda. Lorena Agüero Salazar, ambas funcionarias de esta Area.

Atentamente,

Lic. Pedro Rodríguez Montero

COORDINADOR DEL ESTUDIO
PRM/gcc

ci
Archivo

Al contestar refiérase

al oficio Nro. 13051
13 de noviembre, 2003

FOE-FEC-878
Diputado

Carlos Herrera Calvo

FRACCION DEL PARTIDO MOVIMIENTO LIBERTARIO

ASAMBLEA LEGISLATIVA

Asunto:
Remisión del informe Nro. DFOE-FEC-17-2003 que contiene los resultados del estudio sobre el trámite del reclamo de accidente de automóviles No. 170300000986.
En atención a sus oficios Nros. ML-CP-076-03, del 8 de mayo y ML-CP-149-03, del 7 de julio, ambos del año en curso,  me permito remitirle el informe Nro. DFOE-FEC-17-2003, correspondiente al “INFORME SOBRE EL ESTUDIO REALIZADO EN EL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS EN RELACION CON EL TRAMITE DEL RECLAMO DE AUTOMOVILES No. 170300000986”.

Atentamente,

MBA.  Luis Fernando Campos Montes

Gerente de Área

LFCM/PRM/gcc

ci
Lic. Carlos A. Arguedas Vargas , Despacho Contralor General de la República


Archivo Central (2)


Expediente

Ni:
8184-14085, 15753, 22029
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Informe de fiscalización
Al contestar refiérase

al oficio Nro. 13052
13 de noviembre, 2003

FOE-FEC-879
Licenciado

Germán Serrano Pinto

Presidente Junta Directiva

INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS

Estimado señor:

Asunto:
Remisión del Informe N° DFOE-FEC-17-2003 que contiene los resultados del estudio sobre el trámite del reclamo de accidente de automóviles No. 170300000986.

Para que lo haga del conocimiento de la Junta Directiva de ese Instituto, me permito remitirle copia del informe N° DFOE-FEC-17-2003 del 13 de noviembre de 2003, el cual corresponde al “INFORME SOBRE EL ESTUDIO REALIZADO EN EL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS EN RELACION CON EL TRAMITE DEL RECLAMO DE ACCIDENTE DE AUTOMOVILES No. 170300000986”.
En los próximos 15 días hábiles deberá informar a esta Contraloría General, las medidas adoptadas para cumplir con las disposiciones contenidas en el capítulo 4.1 de este informe.  Además, deberá informar, en un plazo de 30 días, los avances en la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, las cuales  son de acatamiento obligatorio, de acuerdo con los artículos 4 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, No. 7428 y 12 inciso c) de la Ley General de Control Interno No. 8292.  Según el artículo 10 de esta última Ley, los jerarcas y los titulares subordinados de cada ente u órgano serán responsables de establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional.  Asimismo, conforme a ese artículo es responsabilidad de la administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento.  Esta Oficina se reserva la posibilidad de verificar, mediante los medios que considere pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, así como de valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que correspondan, en caso de incumplimiento injustificado de esas disposiciones.

Atentamente,

MBA. Luis Fernando Campos Montes

Gerente de Área

LFCM/PRM/gcc

ci:
Archivo Central (2)

Expediente


Informe de fiscalización
Al contestar refiérase

al oficio Nro. 13138
13 de noviembre, 2003

FOE-FEC-881
Licenciado

Leonel Fernández Chaves

Auditor Interno

INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS

Estimado señor:

Asunto:
Remisión del Informe N° DFOE-FEC-17-2003 que contiene los resultados del estudio sobre el trámite del reclamo de accidente de automóviles No. 170300000986.

Me permito remitirle copia del informe N° DFOE-FEC-17-2003 del 13 de noviembre de 2003, el cual corresponde al “INFORME SOBRE EL ESTUDIO REALIZADO EN EL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS EN RELACION CON EL TRAMITE DEL RECLAMO DE AUTOMOVILES No. 170300000986”.

Mucho le agradeceré remitir a esta Contraloría General, en el transcurso de los próximos 15 días, las acciones tomadas por esa Auditoría en relación con las disposiciones contenidas en el punto 4.2 de este informe.

Atentamente,

MBA. Luis Fernando Campos Montes

Gerente de Área

LFCM/PRM/gcc

ci
Archivo Central (2)

Expediente

Informe de fiscalización

INFORME NRO. DFOE-FEC-17-2003
13 de noviembre, 2003 

INFORME SOBRE EL ESTUDIO REALIZADO EN EL INSTITUTO

NACIONAL DE SEGUROS EN RELACION CON EL TRAMITE

DEL RECLAMO DE AUTOMOVILES No. 170300000986
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INFORME N° DFOE-FEC-17-2003
INFORME SOBRE EL ESTUDIO REALIZADO EN EL INSTITUTO

NACIONAL DE SEGUROS EN RELACION CON EL TRAMITE

DEL RECLAMO DE AUTOMOVILES No. 170300000986

1. INTRODUCCION.
1.1  
Origen del estudio.


El estudio se efectuó en atención de una denuncia recibida en esta Contraloría General.

1.2  
Objetivo del estudio.


Valorar las acciones realizadas por el Instituto Nacional de Seguros en relación con el reclamo de automóviles N° 170300000986. 


1.3
Alcance del estudio.

El estudio abarcó el periodo comprendido entre el 13 de  julio del año  2000 y el 30  de junio del 2003, ampliándose en los casos que se consideró necesario.  En el estudio se consideraron varios documentos en los cuales distintas instancias del INS se refirieron al caso en estudio, entre ellos, los informes No. IA-098-2002, del 22 de noviembre del 2002 elaborado por la Auditoría Interna; No. COTI-005-2003, del 27 de febrero del 2003, preparado por la Comisión de Transparencia Institucional de ese instituto y el informe No. DSG-0911-2003, del 24 de marzo del 2003 realizado por la Dirección de Seguros Generales del INS
.


El estudio se efectuó de conformidad con el Manual sobre normas técnicas de auditoría para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización y con el Manual General de Fiscalización.
2.
RESULTADOS.

2.1
Antecedentes del reclamo de automóviles N° 170300000986.

En horas de la madrugada del 13 de julio del año 2000 ocurrió un accidente de tránsito en el cual tuvo participación el vehículo placas N° 232998, propiedad del señor Cristóbal Zawadzki Wojtasiak, en ese entonces Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros. En el vehículo no viajaba ese ex funcionario. Al momento del accidente era conducido por una persona, yerno del señor Zawadzki Wojtasiak y se encontraba cubierto entre otras, por las coberturas “A” (Responsabilidad civil extracontractual por lesión o muerte de personas) y “D” (Colisión y, o Vuelco) de la póliza voluntaria de vehículos  N° 01-03-AUT0008196 12 (020-0523953) emitida a nombre del citado ex funcionario. Producto del accidente murió una persona y el vehículo sufrió daños diversos.

El reclamo se tramitó bajo el número antes indicado y el Instituto Nacional de Seguros erogó, a finales del año 2000 ¢1.394.884,00 por la cobertura “D” Colisión y  Vuelco y a mediados del año 2002, la suma de ¢31.340.000,00 por concepto de la cobertura “A” Responsabilidad Civil Extracontractual por Lesión o Muerte de Personas.

Según se observa en los documentos de análisis del caso citados con anterioridad, en el proceso de recepción y trámite del reclamo por parte del Instituto Nacional de Seguros se incurrió en procedimientos inusuales respecto del aviso del accidente; inexactitud respecto de la hora del suceso y del objeto contra el cual se produjo la colisión (se indicó inicialmente que la colisión había sido contra un caballo cuando se había atropellado a una persona) y se produjo una deficiente documentación del expediente respecto de las justificaciones del porqué no se dio aviso inmediato a las autoridades de tránsito y del mismo INS. En el presente documento se exponen los criterios aplicados por el funcionario que resolvió amparar el reclamo en las condiciones señaladas y las observaciones posteriores hechas por otras instancias del Instituto.


 Aunque una de las funciones típicas del Departamento de Investigaciones del INS es la atención de las solicitudes de investigación que le hagan los departamentos que administran seguros, en este caso, el Jefe del Departamento de Investigaciones indicó a la Comisión de Transparencia Institucional que no se llevó a cabo ninguna investigación porque nadie se la solicitó. Por lo tanto se carece de un informe de ese Departamento que pudo haber proveído en su oportunidad de más elementos de juicio para resolver el reclamo. 

2.2 Obligación de dar aviso inmediato del accidente.
La Dirección de Seguros Generales del INS ha señalado
 que el contrato de póliza vigente a la fecha del siniestro, establece que al ocurrir un  accidente que se presuma cubierto por la póliza, el conductor del automóvil asegurado llamará al Instituto y a la autoridad competente inmediatamente que ocurra el percance y esperará la llegada del funcionario designado por el Instituto o la comunicación respectiva de este a fin de levantar la información correspondiente y que si por alguna circunstancia de fuerza mayor, el conductor del vehículo asegurado no pudiera permanecer en el lugar del accidente, el asegurado tendrá un plazo máximo de cinco días hábiles, contados a partir del día siguiente del accidente, para formalizar la denuncia y en este caso deberá justificar a satisfacción del instituto la razón por la cual no cumplió lo establecido en ese sentido. 



De acuerdo con los documentos disponibles se tiene que en el presente caso, el conductor no cumplió con la obligación de llamar en el momento de ocurrir el accidente, sino que lo hizo horas después conforme a las indicaciones que le dio el Lic. Raúl Avila Jones, Jefe de la Subdirección de Automóviles.  Sobre el particular, en el documento denominado “Razonamiento de pago del reclamo”, elaborado por ese funcionario para autorizar el pago de los daños del vehículo (cobertura “D”), se consignó que “la no llamada al Instituto y el abandono de la zona, a altas horas y por demás peligrosas, por la hora y el clima, fueron justificadas a satisfacción dado que mientras trataba de llamar al Tránsito, se le acabó la batería del teléfono celular”.  En ese razonamiento de pago no se incluyeron argumentos valorativos de esa justificación.



Al respecto, el Lic. Avila Jones les explicó a los miembros de la Comisión de Transparencia Institucional
, que cuando el conductor le informó del accidente, y que no dio aviso inmediato del mismo, él le sugirió llamar al “Instituto” para que presentara el reclamo, que se fuera al lugar del accidente y que él mismo (Lic. Avila Jones) se encargaría de enviarle a un inspector del INS. 



Sobre el particular, en el informe rendido por la Comisión de Transparencia Institucional del INS se expuso que:  “Aquí nos parece que don Raúl Avila se equivocó en el consejo dado al conductor asegurado, pues según los lineamientos establecidos y las condiciones de la propia póliza, debió recomendarle que se apersonara a una oficina del Instituto a presentar su aviso de accidente y a justificar por escrito las razones por las cuales no dio aviso inmediato del accidente, para que fueran valoradas como corresponde.”.



Respecto de la sugerencia que hizo el Lic. Avila Jones, Jefe de la Subdirección de Automóviles,  al conductor para realizar el aviso del accidente, la Comisión de Transparencia Institucional del INS, señaló en su informe No. COTI-005-2003, del 27 de febrero del 2003, que ese “es un procedimiento absolutamente inusual ya que, en ningún caso cuando un asegurado deja de llamar al Instituto de manera inmediata a la ocurrencia de un accidente, se le indica que se vaya al sitio con el vehículo y que proceda a llamar al inspector para que reporte el accidente” y agregó que de ser esto así perdería todo sentido la obligación contractual referida y por consiguiente la sanción por el incumplimiento establecida en la póliza de automóviles.



También, como parte de un  análisis técnico de la aceptación de la cobertura “D” (Colisión y vuelco), análisis hecho en cumplimiento de un acuerdo de la Junta Directiva del INS,   el Lic. Walford Hall Williams, Jefe de la Dirección de Seguros Generales, indicó en el informe No. DSG-0911-2003, del 24 de marzo de 2003, entre otros argumentos, lo siguiente:

“Para efecto del análisis de aceptación del caso, la primera situación que se observa es que al momento del accidente el conductor no llamó al Instituto como está previsto en la póliza y tampoco llamó al Tránsito. Al día siguiente se comunica con el INS por medio de la señora Nydia Cascante, Secretaria del señor Presidente Ejecutivo quien a su vez lo refiere con el señor Raúl Avila quien lo atendió y brindó la asesoría correspondiente.  Según se destaca en la denuncia, el conductor reporta que no pudo esquivar un caballo a las 11:10 p.m. cerca del Restaurante El Quijongo en Tejar, Cartago./ A efecto de formalizar la denuncia del accidente y así lo destaca la Comisión de Transparencia en su informe, Don Raúl le recomienda ir nuevamente al lugar del accidente a efecto de despacharle un Inspector. / A la luz de la póliza este procedimiento es inusual, porque precisamente el artículo 17 de las Condiciones Generales señala: “...Si por alguna circunstancia de fuerza mayor, el Conductor del vehículo asegurado no pudiera permanecer en el lugar del accidente, el Asegurado tendrá un plazo máximo de cinco días hábiles, contados a partir del día siguiente del accidente, para formalizar la denuncia, y/o deberá justificar a satisfacción del Instituto la razón por la cual no cumplió lo establecido en el inciso A de este artículo”. / Para cumplir lo anterior, el procedimiento usual hubiera sido referir al Conductor a la Sucursal de Cartago o bien al Departamento de Indemnizaciones para que presentara la denuncia y demás requisitos que establece la póliza. Desconocemos si el asegurado conocía o no tales procedimientos; sin embargo, de la información del expediente lo que hizo el conductor fue seguir las recomendaciones dadas por el INS, en el sentido de acudir al lugar y esperar la llegada del Inspector quien formalizó la denuncia./ Hasta aquí y respecto a la denuncia, el procedimiento no es el que típicamente se sigue de acuerdo con  lo que establece la póliza, pero reiteramos, no cabe atribuir responsabilidad alguna al conductor,  pues simplemente utilizó el procedimiento sugerido por el asegurador. “.



También, indica ese criterio que:

“La obligación que impone la póliza al asegurado de llamar al Instituto y esperar la llegada del Inspector, es una cláusula defensiva que ciertamente no se puede aplicar en forma absoluta, porque el mismo artículo prevé que si el asegurado no pudiera llamar, dispone de cinco días hábiles para presentarse al INS y formular la denuncia, pero bajo ese supuesto, debe presentar a satisfacción del INS las explicaciones y justificaciones del porqué no cumplió con ese requerimiento. De acuerdo con las explicaciones que se brindan el INS tiene dos alternativas: a) aceptarlas y dar curso al reclamo y b) iniciar un proceso de investigación o bien declinar el reclamo./ Esta cláusula es muy importante y cumple varias funciones:/ a) Permite al ente asegurador verificar si el siniestro denunciado corresponde a un riesgo cubierto, pues así se pueden constatar  las condiciones en que se encontraba el conductor, es decir, si estaba o no bajo los efectos de alcohol o de drogas enervantes, condición que se encuentra excluida para la cobertura de Colisión y Vuelco./ b) Acudir en auxilio del asegurado para atenuar los daños o tomar medidas de conservación urgentes./ c) Verificar la gravedad del daño a su cargo./ d) evitar que se consuman abusos o fraudes./ En este caso el señor (conductor) no llamó al INS al momento del accidente y la decisión tomada fue aceptar las explicaciones. El problema en este momento es que las justificaciones respectivas no constan por escrito en el expediente, pues estas se brindaron en forma verbal.”.



La Auditoría Interna no incluyó en su informe observaciones, comentarios ni objeciones respecto de las instrucciones emitidas  por el Jefe de la Subdirección de Automóviles al conductor para que materializara el aviso del accidente.



El no dar aviso inmediato a las autoridades de tránsito afectó de alguna manera la valoración de la posibilidad de aplicar las cláusulas de exclusión que señalan que cuando:

“El conductor asegurado resultare condenado por violación del artículo  129 e), 130 K), 199 o 200 de la Ley de Tránsito vigente o por ellos conjunta o individualmente, en sentencia firme de la Autoridad competente y no hubiera alcoholemia del Conductor Asegurado”

“6. B  El resultado cuantitativo de la alcoholemia arroje resultados según lo establecido en el artículo 107, inciso b y c de la Ley de Tránsito, independientemente del medio de prueba por el cual se determine, o bien, cuando el conductor del vehículo asegurado se niegue a realizar las pruebas de sangre, aliento u orina, cuando se lo hay requerido una autoridad competente.  Tampoco amparará cualquier indemnización cuando el conductor se niegue a realizar dichas pruebas a solicitud del inspector del INS.



Sobre el particular, en el referido informe No. DSG-0911-2003, se señala que el Instituto carecía de elementos probatorios para determinar de manera fehaciente la condición del conductor, sea si conducía en forma temeraria o bajo los efectos del licor, pues no hubo presencia de algún inspector de tránsito o del INS en el sitio del evento y tampoco se tiene por demostrado que hubiera llamado efectivamente y que dichos funcionarios no se presentaron.  Se indica además, que desde el punto de vista técnico no se dispone del requisito que establece la póliza para declinar el reclamo, sea, sentencia en  firme de una Autoridad Competente y que en conjunto, el no haber llamado al INS ni al Tránsito, el conductor dejó al INS  en estado de indefensión toda vez que a la falta de alcoholemia no había cómo demostrar su condición.


2.3
Razonamiento de pago del reclamo para daños cubiertos por la cobertura “D” por colisión y vuelco.


El Jefe de la Dirección de Seguros Generales explicó que un pago es razonado cuando el asegurador indemniza un caso y para ello ha dejado de aplicar una cláusula defensiva del contrato.  Esta es una responsabilidad del aceptador de riesgos quien debe dejar constancia de lo actuado en el expediente.  El pago razonado es parte del procedimiento normal del reclamo.



También en el Reglamento de Aceptación de Riesgos y Pagos por el Contrato Póliza
, se establece, lo siguiente:

“ARTICULO 10.- PAGOS POR EL CONTRATO DE POLIZA / La aceptación y pago de reclamos deberán ajustarse estrictamente a las condiciones de las pólizas y se autorizarán dentro de los montos y niveles siguientes:...”.

“ARTICULO 11.- ACEPTACION Y PAGO RAZONADO DE RECLAMOS/ Cuando existan circunstancias que así lo justifiquen, el nivel que corresponda decidirá sobre la no aplicación de las condiciones que evidentemente tengan un carácter defensivo o discrecional, o sobre la aplicación de las coberturas y principios de seguros ante eventos cuya ocurrencia lo justifique.//  La resolución deberá constar por escrito con señalamiento de los razonamientos de carácter técnico y de cualquier otra índole que justifiquen el pago.”. 



En el documento denominado “razonamiento de pago del reclamo” el Lic. Raúl Avila Jones, Jefe de la Subdirección de Automóviles, fundamentó en los siguientes hechos su autorización para amparar el reclamo N° 170300000986, bajo la cobertura “D” (Colisión y Vuelco):

“a)  El evento efectivamente sucedió y los daños son reales, están presentes y fueron evaluados tanto por el INS como por el O.I.J. //  b)  Existe póliza de Seguro Voluntario de Automóviles al día, vigente desde hace más de seis años, y exenta de siniestro anterior.//  c)  El contrato contempla la cobertura “D” de “Colisión y Vuelco” donde en términos contractuales el elemento contra el cual se colisiona pierde importancia vital, pues resulta intrascendente que este sea, por ejemplo: otro vehículo, una piedra, un árbol, un animal, o lamentablemente un ser humano.//  d)  No hay evidencia para aplicar algún condicionante de exclusión como podría ser presencia de licor, drogas o velocidad temeraria, aspecto contemplado en la investigación judicial que se sigue, y además el conductor posee la licencia respectiva al día.//  e)  La ausencia, participación o involucramiento del Asegurado directo durante o después del siniestro mismo, quien por demás resulta persona de alta calidad moral y económica,  amén de que todas estas situaciones particularísimas ocurrieron en ausencia suya, fuera del país por motivos laborales.// f)  Las declaraciones inexactas, que nunca involucraron al Asegurado sino que surgieron directamente del conductor del automóvil, claramente tampoco tuvieron la intención de engañar o (sic) ocultarle a la compañía de seguros algún hecho circunstancial que pudiera ser determinante, de cara al rumbo que tomara el caso.// Bajo esta óptica ha sido política institucional, y de las compañías de seguros en general, sustentada en nuestro medio en criterios de carácter legal a lo interno de la institución, que la aplicación de la cláusula debe darse cuando el Asegurado esté ocultando o deformando intencionalmente la verdad de los hechos con el propósito de forzar el pago de una indemnización que no tiene derecho a recibir, y que no se concretaría si el Asegurador conociera de tales hechos.  Asimismo, cuando en una actuación suya tendenciosa, de mala fe el Asegurado pretendiera favorecer a un tercero, asumiendo responsabilidades que no le compete arrogarse por no tener culpa en un accidente.  Evidentemente ha quedado claro en este reclamo que ninguna de las dos condicionantes son de aplicación al presente caso.”.


En el oficio No. No. DSG-0911-2003, antes citado, se indica respecto del “razonamiento de pago” que en general, el razonamiento de pago abarcó los elementos técnicos esenciales relacionados con el clausulado de la póliza; sin embargo, otros aspectos fundamentales como por ejemplo: notificación al INS del accidente, llamadas al Inspector de Tránsito, detalles respecto del uso del alcohol entre otros, fue manejada a nivel de entrevistas realizadas al conductor. Esas entrevistas no se documentaron adecuadamente.



En el oficio No. DSG-2228-2003, del 18 de julio de 2003, el Lic. Walford Hall Williams, Jefe de la Dirección de Seguros Generales indicó a esta Contraloría General los requisitos obligatorios para la aceptación de un reclamo en el seguro voluntario de automóviles.  Entre esos requisitos están el dar aviso al INS y a la autoridad competente. También se indica que el INS se reserva el derecho de solicitar otros requisitos especiales que de acuerdo con las circunstancias y particularidades del caso se vea la necesidad de que sean aportados por lo interesados en el reclamo. En dicho oficio, el funcionario citado manifestó que considerando que cada accidente es diferente, la ausencia de alguno de los requisitos para la aceptación de un reclamo, no implica necesariamente su rechazo y que ello dependerá entre otros factores de las circunstancias del accidente, partes involucradas y la  declaración del asegurado.



Acerca del contenido del citado razonamiento de pago, la Comisión de Transparencia Institucional de INS, en el informe COTI-005-2003, se refirió al trámite de caso en la forma siguiente:

“Considerando la objetividad, claridad y transparencia con que debe tramitarse el expediente de un reclamo, estimamos que cada detalle que presente duda debe quedar debidamente dilucidado por la seguridad del propio asegurado  y los administradores del negocio de los seguros. ...//  el Informe de Razonamiento de Pago, preparado por la Jefatura de la Subdirección de Automóviles excedió los límites de la razonabilidad y racionalidad, excusando y justificando de manera solícita cada una de las inconsistencias y dudas, sin el respaldo de documentos que objetivamente pudieren ser valorados por otros, ya que la información contenida en el informe de don Raúl Avila le fue proporcionada de modo verbal.”. 



Respecto de las declaraciones inexactas dadas en este reclamo, y a las cuales se refirió el razonamiento de pago antes citado, la Ley de Seguros establece lo siguiente: 

“ARTICULO 6 - Toda declaración falsa o inexacta de hecho o circunstancias conocidas como tales por el asegurado, por asegurador o por los representantes de uno o de otro, que hubieran podido influir de modo directo en las existencias o condiciones del contrato, traen consigo la nulidad del mismo.  Si la falsedad o inexactitud proviene del asegurado o de quien lo represente, el asegurador tiene derecho a los premios pagados; ...”



Por su parte el contrato de seguro contiene la siguiente cláusula de exclusión para todas las coberturas:

“Tampoco amparará cualquier tipo de reclamaciones que se presenten si el Asegurado ha ocultado, informado o expuesto con falsedad o inexactitud cualquier hecho o  circunstancia que se relacione con este seguro, o con los bienes cubiertos por el mismo, así como su reticencia, disimulo, falsedad o inexactitud relacionada con la forma, hechos o circunstancias en que ocurrió el siniestro amparado por esta póliza...”
.



La Auditoría Interna del INS señaló en el informe IA 098-2002, del 22 de noviembre del 2002, en relación con las declaraciones inexactas del reclamo,  que aunque el conductor del vehículo siguió como estrategia durante el proceso legal, por recomendación de su abogado, no brindar ningún tipo de declaración, esa posición fue ligeramente modificada cuando se trató de buscar una salida a la aceptación por parte del INS, ya que el conductor conjuntamente con su abogado, se reunieron con el Lic. Raúl Avila Jones, quien fundamentó su razonamiento de pago en las explicaciones que se dieron en esa reunión.



En ese mismo sentido, el informe DSG-0911-2003 de la Dirección de Seguros Generales expone lo siguiente:

“En este reclamo y reiteramos, salvo exclusión aplicable, la póliza ampara la colisión sea contra una persona o un animal, de manera que no afectaba la cobertura de la póliza...  Tampoco hubiera influido desde el punto de vista técnico, si el accidente ocurrió a las 11:10 horas o a las 01:10 a.m. ...,  salvo que ese cambio de hora sea para ocultar evidencia.”.//  Desde esa perspectiva no se interpreta que el conductor asegurado trató de engañar al INS para que se aceptara el reclamo que de otra manera estaba excluido.  Pareciera más bien que las declaraciones falsas están orientadas a proteger otros intereses de tipo personal, que fueron comunicadas verbalmente al señor Raúl Avila, pero que no constan por escrito en el expediente.  Dado que el reclamo estaría amparado bajo cualquiera de los supuestos, consideramos que no es aplicable la exclusión.”.//  En cuanto a la duda sobre el estado del conductor al momento del accidente, el Instituto carecía de elementos probatorios para determinar de manera fehaciente la condición del conductor.//...”. 



El informe de la Comisión de Transparencia señaló que:

“... si bien es cierto se entiende que si por razones personales en algunos casos no se declara al asegurador la verdad real de los hechos, siempre y cuando no se trate de un engaño directo al propio asegurador para propiciar un pago que de otro modo resultaría improcedente, y que tales inconsistencias debidamente aclaradas podrían determinar efectivamente la indemnización del siniestro; también es cierto que el incumplimiento de ciertas obligaciones contractuales, como la de dar aviso inmediato al Instituto sobre el accidente, unida a la versión dada por testigos presenciales de que estuvieron en lugares donde se consume y expende licor, ha motivado en otros casos la declinación de los reclamos al considerar que tal incumplimiento contractual dejó en total estado de indefensión al asegurador...”.


Dentro del trámite inusual y las deficiencias de documentación del caso en cuanto a justificaciones de la omisión de aviso inmediato del accidente y de las aclaraciones acerca de datos inexactos, el funcionario del INS que autorizó el pago bajo la cobertura “D” determinó que ocurrió un evento cubierto por el seguro del vehículo y que la intención de las declaraciones inexactas no era defraudar al Instituto.



En el oficio No. DJUR-2003-1886, del 3 de octubre de 2003, el jefe de la Dirección Jurídica del INS efectuó una referencia histórica de los análisis  hechos sobre el caso por otras instancias e informó a esta Contraloría General que:

 “... con respecto a la procedencia o no de los pagos realizados con cargo a la cobertura “D” Colisión y Vuelco no consta en archivos que se solicitara en su momento pronunciamiento de esta Dirección por considerar posiblemente los administradores de la línea del seguro que no existían dudas de carácter jurídico, no consta por consecuencia criterio vertido por esta Dirección./ es importante aclarar que nuestra participación respecto de estos casos es de asesoría en el campo jurídico, y en lo atinente al caso concreto en estudio sería únicamente si el administrador tiene dudas con respecto a la aplicación de determinada cláusula contractual, así como en la apreciación y/o valoración de la prueba aportada al expediente.”


2.4
Pago por la cobertura “A”, Responsabilidad Civil Extracontractual por Lesión o Muerte de Personas.


El razonamiento de pago elaborado por el Lic. Raúl Avila Jones autorizó el pago de los daños del vehículo bajo la cobertura “D”.



Lo concerniente al pago por la  responsabilidad civil extracontractual por lesión o muerte de personas (cobertura “A”) quedó en ese entonces sujeto al proceso que se seguía en los tribunales de justicia ya fuera que se fijara esa responsabilidad por sentencia condenatoria contra el conductor o se aceptara en un proceso conciliatorio que, en caso de producirse también requería ser homologado por un juez, alternativa esta última que fue la que finalmente ocurrió.



En sentencia de sobreseimiento del 30 de mayo de 2002, el Juzgado Penal de Cartago señaló como uno de los considerandos que las partes llegaron a un arreglo conciliatorio con el objeto de utilizar la póliza del INS y se acordaron las indemnizaciones y el pago de honorarios del abogado representante de los actores civiles, pagos de los cuales se hizo cargo el INS. En esa sentencia se homologó el acuerdo conciliatorio.



Los pagos ascendieron a ¢30.000.000,00 por concepto de indemnizaciones y de ¢1.340.000,00 por honorarios para un total de ¢31.340.000,00.



No se omite indicar que el contrato de seguro aplicable en este caso contiene la cláusula de exclusión, para todas las coberturas, referida a la posibilidad de no amparar cualquier tipo de reclamaciones que se presenten si el asegurado ha ocultado, informado o expuesto con falsedad o inexactitud cualquier hecho o  circunstancia que se relacione con este seguro, así como su reticencia, falsedad o inexactitud relacionada con la forma, hechos o circunstancias en que ocurrió el siniestro amparado por esta póliza”
. Sin embargo, debe tenerse presente que cuando se resolvió lo concerniente a esta cobertura, ya se había efectuado el pago por los daños del vehículo bajo la cobertura “D” mediante el razonamiento de pago antes referido y en las condiciones ya expuestas.



Además, en el oficio No. DJUR-2002-919, del 3 de junio de 2002, la entonces Jefe de la Dirección Jurídica del INS, Licda. Ma. Lorena Murillo Salazar le rindió un informe a la Presidenta Ejecutiva de ese tiempo, Licda. Monica Nágel Berger, referente al reclamo de marras y al arreglo conciliatorio homologado el 30 de mayo de ese año. En dicho informe se señaló que:

“El procedimiento de arreglo conciliatorio con las víctimas en este caso, atendió todas las disposiciones del contrato de seguro al efecto establecidas, y como es usual y necesario en todos los casos en que se concreta un arreglo y existe causa judicial pendiente, el acuerdo de las partes se somete al conocimiento y homologación del Juez Competente, y hasta que dicha autoridad se pronuncie aprobando los términos del acuerdo, es que el Instituto procede a hacer efectivos los pagos por indemnización”.


En su informe, la Comisión de Transparencia Institucional  no incluyó comentarios ni objeciones específicas respecto de las erogaciones realizadas bajo la cobertura “A”.


2.5
Conclusiones contenidas en los informes del caso preparados por el INS.


En el estudio realizado por la Auditoría Interna se concluyó que el pago del reclamo de automóviles N° 170300000986 “se hizo con apego a la normativa vigente y que la interpretación del mismo, está acorde con el contrato de seguros y sus principios de justicia y equidad.”.   Asimismo, se señaló el hecho de que “las jefaturas cuentan con cierto grado de discrecionalidad cuando se trata de la aplicación de cláusulas que se consideran como “defensivas”, de manera que descartándose la acción dolosa, existe la posibilidad de aceptar un reclamo, aún bajo las condiciones señaladas”.  Además, indicó que la resolución de aceptación del caso fue tomada por el Jefe de la Sudirección de Automóviles, funcionario con potestad para hacerlo. En dicho informe la Auditoría Interna concluyó, también,  que dado lo anterior no procede formular recomendaciones para este caso. Tampoco incluyó disposiciones o recomendaciones para mejorar el proceso de trámites de reclamos futuros que pudieran resolverse mediante dicho tipo de razonamientos de pago.



Por su parte, la Comisión de Transparencia Institucional señaló como una de sus conclusiones “que para el trámite de este expediente se utilizó un procedimiento muy particular no usual en otros expedientes, pues si bien considerando que el asegurado al ser el Presidente Ejecutivo de la institución podía merecer alguna deferencia en cuanto al trámite, ello no implicaba la dispensa de trámite alguno y el ejercicio de potestades discrecionales de parte de la Jefatura de la Subdirección de Automóviles de manera tan amplia al punto de justificar una a una las inconsistencias sin documentos de respaldo agregados al expediente.”.  Además, que “el análisis del reclamo debió considerar la jurisprudencia administrativa y fundamentalmente aquellos reclamos que en condiciones similares han sido objeto de rechazo, en afán de fundamentar como era debido la aceptación del reclamo si de todos modos procedía.”.  



La Dirección de Seguros Generales concluyó que:



1.-
Desde el punto de vista técnico la única cláusula aplicable a este caso es la referida a la condición de asegurado (alcohol), por lo tanto si no existe duda alguna de que al momento del accidente, el conductor hubiera estado conduciendo bajo los efectos del licor o de alguna otra sustancia, el reclamo es amparable por la cobertura “D” Colisión y Vuelco.



2.-
En este caso la duda surge porque el conductor asegurado no llamó al INS ni al Inspector de Tránsito, no hubo alcoholemia, la denuncia fue presentada al INS siguiendo un procedimiento no usual sugerido por el propio asegurador, el conductor afirma haber colisionado contra un caballo pero las investigaciones posteriores conducen a que en realidad atropelló a una persona. Todas las aclaraciones y justificaciones que supuestamente aclaran todas las dudas anteriores y otros detalles fueron ofrecidos verbalmente al señor Raúl Avila, quien las resumió en el informe de razonamiento de pago, por lo tanto, no es posible emitir criterio sobre lo que expuso el conductor del vehículo.



3.-
Por la posición que tenía el señor Avila en ese momento, no estaba inhibido para conocer y resolver sobre el reclamo; y en ese sentido existe un razonamiento fundamentado para realizar el pago; sin embargo, dentro del marco de la prudencia y razonabilidad, sí era recomendable dejar evidencia escrita de todo lo actuado y de manera fundamental las declaraciones o explicaciones del conductor.



4.-
En el proceso de valoración del caso, se siguieron algunos procedimientos no usuales, particularmente respecto de la forma en que se recibió la denuncia y otras gestiones administrativas y que sin embargo, tales acciones no influyeron ni modificaron en modo alguno las circunstancias del accidente para que el Instituto haya aceptado un reclamo que antes de eso estuviera declinado. Además, que salvo la exclusión relacionada con el posible uso del alcohol, técnicamente  el reclamo no hubiera presentado mayores inconvenientes para ser aceptado, si se hubiera seguido los canales normales de trámite y que salvo otras razones de índole personal que se desconocen, no había una razón válida para que el conductor asegurado manejara las declaraciones en la forma en que ocurrió.



5.- De haber duda sobre el estado del conductor, la defensa del Asegurador está en declinar el reclamo a falta de la llamada oportuna para reportar el accidente; sin embargo, en este caso la cláusula no se puede aplicar por las recomendaciones dadas al respecto por el propio INS, responsabilidad que no es transferible en este momento al asegurado.

2.6
Acciones tomadas por la Administración.
En las sesiones de la Junta Directiva del INS, Nos. 8593 y 8594, del 3 y 10 de marzo de 1993,  en las cuales se conoció y discutió el informe de la Comisión de Transparencia Institucional COTI-005-2003, ese órgano colegiado no tomó ningún acuerdo ni dirigió ninguna instrucción a la Auditoría Interna sobre el particular, ya que dicho documento se presentó y se conoció por parte de la Junta Directiva extra sesión, con carácter informativo, es decir, que el  mismo  no consta en actas, según lo aclaró el Lic. Germán Serrano Pinto, Presidente Ejecutivo del INS en la citada sesión No. 8594.



Por otra parte, la Junta Directiva del INS con base en el contenido del informe COTI-005-2003 acordó lo siguiente:

1) Instruir a la Gerencia para que requiera de la Dirección de Seguros Generales el análisis técnico de la aceptación de reclamo No. 170300000986 por la cobertura D Colisión y Vuelco. El informe DSG-0911-2003 rendido por la citada Dirección en cumplimiento de este acuerdo (del cual se ha hecho referencia en este documento) se conoció en sesión de Junta Directiva No. 8596, del 24 de marzo de 2003, se dio por atendido ese requerimiento y se dispuso que ese informe se trasladara a la Gerencia para que se incorpore a los antecedentes del caso.

2) Instruir a la Gerencia para que requiera de la Dirección Administrativa, Subdirección de Recursos Humanos el inicio de un procedimiento administrativo al funcionario Raúl Avila Jones con la finalidad de que se determine mediante el debido proceso, la existencia de eventuales faltas o responsabilidades en que pudo haber incurrido dicho funcionario en el trámite del reclamo No. 170300000986. Dicho procedimiento administrativo se encuentra en trámite. 

3) Girar la siguiente directriz para que sea incluida en las disposiciones de orden general interno:

“Que ningún funcionario podrá arrogarse potestades y competencias más allá de las que le han sido encomendadas y previstas en los manuales de puestos./  Todo funcionario estará obligado a denunciar cualquier tipo de presión, propuesta o conminación que se ejerza con el fin de que resuelva un asunto a favor de un interesado (os), pues toda gestión institucional debe ser resuelta con ajuste a la normativa vigente a los principios de justicia, equidad y buena  fe”.



También, la Dirección de Seguros Generales emitió una serie de explicaciones, para las unidades encargadas del trámite de reclamos,  con la finalidad de uniformar criterios y evitar dudas  respecto de la forma en que deben interpretarse algunas cláusulas  defensivas de las Condiciones Generales del Seguro Voluntario de Automóviles, específicamente en relación con la cláusula de exclusión de eventos y pérdidas no amparados por el suministro de información incompleta, falsa e inexacta por parte de un asegurado. Se recomendó además en esas instrucciones, someter a consideración de esa Dirección cualquier situación particular que origine dudas sobre la aplicación de esa cláusula
.

3.
CONCLUSIONES.

El caso al que se refiere este informe ha sido analizado por distintas instancias del Instituto Nacional de Seguros. 
De la lectura de los documentos correspondientes, especialmente de los informes de la Comisión de Transparencia Institucional y  el de la Dirección de Seguros Generales, se deduce de forma clara que se llevaron a cabo procedimientos inusuales en el trámite del caso, especialmente en cuanto a que en el expediente del reclamo no se documentaron satisfactoriamente las justificaciones de la omisión de aviso inmediato de accidente al Instituto Nacional de Seguros y a las autoridades de tránsito, así como lo concerniente a las aclaraciones de datos para precisar las circunstancias en que se dio la ocurrencia del evento.  También, demuestran esos análisis que tales omisiones de dar aviso a las autoridades competentes dejaron al INS en una posición de indefensión para, eventualmente, aplicar alguna cláusula de exclusión.  Asimismo, tales deficiencias de documentación impiden una mejor valoración de la resolución dada a este caso.


El Instituto Nacional de Seguros ha adoptado acciones tendientes a mejorar  las prácticas y procedimientos  para el trámite de reclamos orientadas al adecuado cumplimiento de las potestades y competencias por parte de los funcionarios que participan en la resolución de los reclamos y para mejorar la aplicación de las cláusulas defensivas de las Condiciones Generales del Seguro Voluntario de Automóviles. Asimismo, ha adoptado acciones para la realización de un procedimiento administrativo al funcionario que tramitó y autorizó el pago de los daños bajo la cobertura “D” (colisión y vuelco) mediante un razonamiento de pago en las condiciones comentadas.

4.
DISPOSICIONES.
4.1
A la Junta Directiva.
a)
Disponer lo necesario para que se de impulso y continuidad al  procedimiento administrativo referido en el punto 2.6 de este informe respecto del trámite del reclamo de automóviles N° 170300000986 y comunicar en su oportunidad a este órgano de fiscalización superior el resultado final de ese procedimiento.

b) Comunicar a esta Contraloría General, en los próximos 15 días hábiles, las medidas adoptadas para cumplir con la disposición contenida en este informe.
4.2 A la Auditoría Interna.

a)
Incorporar en estudios que realice en el futuro, procedimientos de auditoría tendientes a verificar, cuando corresponda, el cumplimiento de las disposiciones administrativas y técnicas adoptadas por ese Instituto a las cuales se hizo referencia en el punto 2.5 de este informe.

b)
Fiscalizar oportunamente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en este informe y comunicar lo que corresponda a la Junta Directiva de ese Instituto y a esta Contraloría General.

� Este informe  de la Dirección de  Seguros Generales se hizo en atención de una recomendación de la Comisión de Transparencia incluida en el informe COTI-005-2003 y por acuerdo de la Junta Directiva


� Oficio No. DSG-0911-2003 del 24 de marzo de 2003, remitido al Gerente General del INS.


� Entrevista del 03-02-2003, según informe COTI-005-2003


� Informe COTI-0005-2003 del 27-03-2003


� Oficio DSS-2228-2003 del 18 de julio de 2003.


� Suministrado a esta Contraloría mediante oficio DSG-2612-2003 del 18 de agosto 2003.


� FUENTE:  Oficio No. DSG-0911-2003, del 24 de marzo de 2003.


� FUENTE:  Oficio No. DSG-0911-2003, del 24 de marzo de 2003.


� Oficio DSG-1975-2002 del 22 de julio del 2002
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